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36.  TERRORISMO DE ESTADO Y LOS GAL: A PROPÓSITO  
DE LOS 40 AÑOS DEL ATENTADO DEL HOTEL MONBAR

Jon-Mirena Landa Gorostiza  1

Catedrático de Derecho Penal
Director de la Cátedra Unesco de Derechos Humanos y Poderes Públicos

Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea EHU

En un merecido homenaje a José Luis de la Cuesta, Catedrático de Dere-
cho Penal de la Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea 
(EHU), parece especialmente pertinente realizar una reflexión sobre la violen-
cia de motivación política que nos acompañó en tiempos especialmente difíci-
les y en la que nos vimos envueltos, también en la comunidad universitaria, 
desde tantos y tan diferentes ángulos. Los trabajos doctrinales sobre la violen-
cia de (las distintas) ETA han ocupado a la academia de forma particularmen-
te intensa. Sin embargo, son más escasas, incluso rara avis  2, las reflexiones 
sobre lo que fue la violencia política, ilegítima, del Estado. En esta contribu-
ción se explora uno de esos episodios a propósito de que se cumplen 40 años 
del atentado de los GAL en el Hotel Monbar, Bayona, de 25 de septiembre 

1  La presente publicación es parte del Proyecto PID2024-156089NB-100 «Prisión y Derechos Fun-
damentales: hacia un modelo para el Siglo XXI» financiado por MICIN/AEI/10.13039/501100011033. Se 
enmarca asimismo entre las actividades de la Cátedra Unesco de Derechos Humanos y Poderes Públicos 
(EHU).

2  Paradigmáticamente, en el caso de los GAL, la contribución de Lamarca Pérez, C., «Sobre el 
concepto de terrorismo (A propósito del caso Amedo)», en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
1993, p. 535 ss. Hablan con razón de un objeto de estudio abandonado en relación a los GAL, pero exten-
sible, sin duda, al conjunto de esta violencia del Estado, Ríos Sierra, J./Gago Antón, E., El terrorismo de 
Estado ante sus víctimas. Conversaciones a propósito de los GAL, Gijón Asturias: Trea, 2025, pp. 17 ss.
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de 1985, con el afán, dada la brevedad del formato, de presentar más preguntas 
que respuestas.

I.  INTRODUCCIÓN

El GAL fue una organización terrorista  3 diseñada y financiada al más 
alto nivel desde el Ministerio del Interior del Gobierno de España y llevó ade-
lante atentados –a través de policías españoles y de mercenarios– con víctimas 
mortales (al menos 27 muertos y sobre 30 heridos graves en al menos 38 
atentados)  4 fundamentalmente en el País Vasco francés (Iparralde) aunque 
también, excepcionalmente, en el País Vasco sur (Hegoalde), entre el 15 de 
octubre de 1983 y el 24 de julio de 1987.

Pero el GAL no nace en el vacío. Es la continuidad de un modus operan-
di por parte de las fuerzas de seguridad españolas que sea a través de policías 
(«violencia policial» en sentido estricto), sea a través de grupos terroristas o 
parapoliciales de extrema derecha, sea a través de elementos «incontrolados», 
ejercían una violencia tanto «reactiva» contra ETA (en sus diversas versiones 
históricas: ETAm, ETA pm, CAA…) y su entorno, como «proactiva represiva 
y de castigo» contra diversos objetivos ideológicos (particularmente el nacio-
nalismo vasco en el País Vasco y otras «disidencias») a partir de una cosmovi-
sión propia de la dictadura franquista  5.

La represión franquista enlaza en los años 70 (s. xx), una vez que ETA 
nace y comienza a actuar, con una intensificación de esta violencia a través de 
grupos ultra: los Guerrilleros de Cristo Rey, el Batallón Vasco Español (BVE) 
–también conocido como la Triple A: Alianza Apostólica Anticomunista 
(AAA), Antiterrorismo ETA (ATE), Acción Nacional Española…– con al me-
nos 20 asesinatos (de los 66 cometidos por terrorismo de la extrema derecha) 
durante la década de los 70 e inicios de los 80  6.

Pero no sólo antes de los Gal, también después de que este grupo desapa-
reciera en 1987 siguió este tipo de violencia de grupos de ultraderecha en co-

3  Aunque en un sentido jurídico-penal estricto en las sentencias más significativas (caso Amedo y 
Dominguez STS 2123/1992, 12 Marzo; caso Segundo Marey STS 2/1998, 29 Julio 1998; y caso Lasa 
Zabala STS 6461/2001, 20 Julio) se negó la pertenencia de los condenados a banda armada u organización 
terrorista. Más adelante supra, apartado III, habremos de volver sobre este crucial punto.

4  Ríos/Gago, El terrorismo, p. 66.
5  Landa Gorostiza, J.M., Victimas invisibles. Usos y abusos de la verdad, la justicia y la repara-

ción de las víctimas de la violencia política a la luz de la lucha antiterrorista contra ETA, Valencia: Tirant 
lo Blanch, 2023, p. 24 (nota al pie 22).

6  Ríos/Gago, El terrorismo, p.51.
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lusión con las fuerzas de seguridad y una vez más bajo muy distintas siglas  7. 
La más importante el GANE –Grupo Antiterrorista Nacional Español– que 
comenzó a actuar en 1986 y que mató a Josu Muguruza, Diputado de Herri 
Batasuna en el Parlamento español el 20 de noviembre de 1989  8. Actuaron 
de 1986 hasta 1992. Por no mencionar la tortura que se mantuvo con diversos 
grados de organización desde antes hasta después de la dictadura al menos 
hasta el definitivo alto el fuego declarado por ETA el año 2011  9.

En síntesis, podemos llamarla violencia –ilegítima y criminal– de Estado 
o graves violaciones de derechos humanos de motivación política admitiendo
que puede tener, dentro de este concepto, diversos grados de intensidad: desde
lo que podría llamarse «terrorismo de Estado»  10 o «crímenes de Estado» debi-
do a la participación directa (y, en parte, probada en el caso de los GAL) del
aparato policial al más alto nivel mediante terrorismo organizado (GAL: Mi-
nisterio del Interior); hasta la mera participación en colusión  11/connivencia  12

asegurando activa o pasivamente la impunidad de la actuación de grupos o
individuos «incontrolados» de ideología ultra. Según los datos del Informe
Base del Gobierno Vasco entre 1960 y 2013 los muertos por la policía serían
al menos 94 (y 746 heridos) y otros 73 muertos (y 426 heridos) por actuacio-
nes de grupos organizados, parapoliciales y de extrema derecha: en total al
menos 167 fallecidos y 1.172 heridos  13.

II. LOS GAL: CREACIÓN, ESTRUCTURA Y OPERATIVA

Una de las ideas que destaca la historiografía especializada en esta mate-
ria  14 es que el GAL, aunque dibuja una línea de continuidad de la violencia 

7  Pérez Pérez, J.a./Aparicio Rodríguez, V., Historia y memoria del terrorismo en el País Vasco 
1982-1994, Volumen II, Almería: Confluencias, 2021, pp. 499 ss.

8  Pérez/Aparicio, Historia, p. 506
9  Landa, Víctimas invisibles, p. 24.
10  Denominación que en el mundo jurídico puede tener sus dificultades (Lamarca, Sobre el concep-

to, p. 542), pero que resulta una fórmula sintética aunque poco trabajada por la academia (Ríos/Gago, El 
terrorismo, pp. 23 ss.

11  RAE: colusión (Del lat. collusio, -ōnis.) f. Der. Pacto ilícito en daño de tercero. (https://dle.rae.es/
colusión –último acceso 15 septiembre 2025–).

12  RAE: connivencia (Del lat. tardío conniventia, falsa grafía por coniventia.) f. Disimulo o toleran-
cia en el superior acerca de las transgresiones que cometen sus subordinados contra las reglas o las leyes 
bajo las cuales viven. f. confabulación. Sin.: complicidad, confabulación, conchabanza, contubernio, pac-
to. (https://dle.rae.es/connivencia?m=form –último acceso 15 septiembre 2025–).

13  Carmena, M./Landa, J.M. /Múgica, R./Uriarte, J.M., Informe-base de vulneraciones de dere-
chos humanos en el caso vasco (1960-2013), Vitoria-Gasteiz: Gobierno Vasco, 2013, p. 14.

14  Pérez/Aparicio, Historia, pp. 460 ss.; Ríos/Gago, El terrorismo, pp. 64 ss.

https://dle.rae.es/colusión
https://dle.rae.es/connivencia?m=form
https://dle.rae.es/colusión
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política ilegal, criminal, por parte de Estado, se caracterizaría por un nivel más 
alto, el más alto, de organización  15.

Esa línea de continuidad queda marcada por el hecho de que algunos de 
los mercenarios que actuaron bajo las siglas de los GAL ya habían estado im-
plicados en actividades previas como el caso de Jean-Pierre Cherid integrante 
de la OAS  16.

No es que hubiera una estructura totalmente organizada con grupos o 
comandos de actuación estables y permanentes a lo largo de los cuatro años  17. 
Pero, sin duda, a la luz de lo que establecieron las propias sentencias judiciales 
condenatorias que se produjeron  18, y aunque quedan aspectos no aclarados  19, 
el Gal se va creando a diversos niveles con implicación directa de mandos del 
cuerpo de policía nacional de España (Jefe Superior de la Comisaría de Bil-
bao: Francisco Álvarez; Comisario de la misma comisaría: Miguel Planchuelo 
y el subcomisario de esa misma dependencia José Amedo y otros policías); la 
Guardia Civil (Cuartel del Intxaurrodo, Donostia-San Sebastián: Comandante 
–que llegaría más adelante a General– Rodríguez Galindo y un grupo de guar-
dias civiles bajo su mando); miembros del servicio de inteligencia español 
CESID; la máxima autoridad civil del Territorio Histórico de Bizkaia: el go-
bernador civil Julián Sancristóbal y la del Territorio Histórico de Gipuzkoa: el 
gobernador civil Julen Elgorriaga; el político del Partido Socialista de Euskadi 
Ricardo García Damborenea que era, a la sazón, el Secretario General del Par-
tido Socialista en el País Vasco y todo ello con el conocimiento, consentimien-
to y bajo las órdenes del entonces Secretario de Estado para la Seguridad: 
Rafael Vera y del Ministro del Interior: José Barrionuevo. Los intentos por 
intentar despejar la duda de si Felipe González, presidente del Gobierno de 
España (PSOE), en aquel tiempo, también estuvo implicado («Señor X»), no 

15  También es cierto, en todo caso, que el alto nivel de impunidad de la violencia de Estado y la 
falta de investigación, hacen difícil saber hasta qué punto hubo un nivel de organización similar o incluso 
superior en otros casos de este tipo de violencia del Estado desde finales de la dictadura y a lo largo de la 
transición y ya después en el periodo democrático.

16  Ríos/Gago, El terrorismo, pp. 63 y 55, por su eventual implicación en el asesinato del líder 
de ETA «Argala» (José Miguel Beñarán Ordeñana) el 21 de diciembre de 1978 y reivindicado por 
el BVE.

17  Este va a ser, por cierto, uno de los argumentos en favor de negar la posibilidad de condena por 
terrorismo como más adelante se expondrá. No obstante, habla, sin ambages, de «terrorismo de Estado» 
recientemente Ríos/Gago, El terrorismo, p. 64.

18  Sentencia del Tribunal Supremo 2/1998, 29 Julio 1998 (Caso Segundo Marey); Sentencia de la 
Audiencia Nacional (sección 1.ª) 21/2000 (ECLI:ES:AN:2000:2804), 26 Abril 2000 y Sentencia del Tri-
bunal Supremo 1179/2001 (ECLI:ES:TS:2001:6461), 20 Julio 2001 (Caso Lasa Zabala).

19  Pérez/Aparicio, Historia, p. 460 ss.
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han fructificado hasta la fecha  20. Hay por tanto un GAL verde (Guardia Civil), 
un GAL marrón (CESID) y un GAL azul (policías nacionales) y, podríamos 
añadir, que un GAL político y un GAL francés. Pero además se recurrió para 
los diversos atentados mayoritariamente a mercenarios (de la OAS, de la mafia 
marsellesa o del terrorismo fascista internacional) en la misma línea de actua-
ción del terrorismo parapolicial de los años 70 y 80  21.

1.  Primeros atentados

Ahora bien, ¿cuál es el precipitador de las actuaciones del GAL? Es el 
secuestro del capitán de farmacia Alberto Martín Barrios, que se produjo el 5 
de octubre de 1983 por un grupo escindido de ETApm (autodenominado ETA-
pm VIII Asamblea), el que parece precipitar la escalada de violencia policial a 
través de los GAL. Desencadenante que tenía como trasfondo la preocupación, 
entre los protagonistas y responsables de la lucha antiterrorista, por las dificul-
tades para luchar contra las distintas ETA y el hecho de que éstas gozaran de 
una suerte de santuario al otro lado de los Pirineos, en el País Vasco francés, 
sin que se pudiera contar con la colaboración francesa una vez pasada la fron-
tera  22.

El primer atentado se va a producir el 15 de octubre de 1983: Lasa y Za-
bala desaparecen secuestrados en Bayona. Sus cuerpos, enterrados en cal viva, 
se descubrieron en 1985 en Alicante, aunque no fueron identificados hasta 
1995. No consta en la sentencia  23 la identidad exacta de quiénes llevaron a 
cabo el secuestro en Bayona, pero sí que se da por probado que fueron condu-
cidos, primeramente, al cuartel de la Guardia Civil de Intxaurrondo, donde no 
quedó registrada su detención. Cuando lo tuvieron todo dispuesto, fueron lle-
vados al palacio de La Cumbre, situado en el Alto de Aldapeta (Donostia), por 
órdenes del entonces comandante Enrique Rodríguez Galindo, que se encon-
traba al cargo de la 513.ª Comandancia de la Guardia Civil en Gipuzkoa. Allí, 

20  Ríos/Gago, El terrorismo, pp. 99 y 100. Véase también la denuncia de Pili Zabala (hermana del 
asesinado Joxean Lasa) en el año 2021 que fue finalmente archivada el 14 de abril de 2021 en la Audiencia 
Nacional (https://www.diariovasco.com/politica/denuncia-pili-zabala-20210219205003-nt.html?ref= 
https%3A%2F%2Fwww.diariovasco.com%2Fpolitica%2Fdenuncia-pili-zabala-20210219205003-nt.html; 
y https://www.elsaltodiario.com/terrorismo-de-estado/mas-120-historiadores-asociaciones-victimas-eta-
arropan-a-pili-zabala-peticion-investigar-felipe-gonzalez-gal- ultimo acceso 3 septiembre 2025).

21  Pérez/Aparicio, Historia, p. 461.
22  Ríos/Gago, El terrorismo, p. 63; Pérez/Aparicio, Historia, pp. 462 y ss.
23  Sentencia de la Audiencia Nacional. Sala de lo penal (sección 1.ª) 21/2000 

(ECLI:ES:AN:2000:2804), 26 Abril 2000 y Sentencia del Tribunal Supremo (ECLI:ES:TS:2001:6461) 
1179/2001, 20 Julio 2001 (Caso Lasa Zabala).

https://www.diariovasco.com/politica/denuncia-pili-zabala-20210219205003-nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.diariovasco.com%2Fpolitica%2Fdenuncia-pili-zabala-20210219205003-nt.html
https://www.elsaltodiario.com/terrorismo-de-estado/mas-120-historiadores-asociaciones-victimas-eta-arropan-a-pili-zabala-peticion-investigar-felipe-gonzalez-gal-
https://www.diariovasco.com/politica/denuncia-pili-zabala-20210219205003-nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.diariovasco.com%2Fpolitica%2Fdenuncia-pili-zabala-20210219205003-nt.html
https://www.elsaltodiario.com/terrorismo-de-estado/mas-120-historiadores-asociaciones-victimas-eta-arropan-a-pili-zabala-peticion-investigar-felipe-gonzalez-gal-


■  UN SISTEMA PENAL HUMANISTA Y RESOCIALIZADOR: AL SERVICIO...

398

permanecieron un número de días indeterminado en el transcurso de los cuales 
fueron sometidos a diversos interrogatorios en los que, al menos en una oca-
sión, estuvieron presentes Rodríguez Galindo y el entonces gobernador civil 
de Gipuzkoa Julen Elgorriaga. A pesar de que la sentencia del caso no recoge 
entre los hechos probados las torturas, diversas evidencias mostrarían que tam-
bién fueron torturados como así reconoció, en un dictamen del año 2023, la 
Comisión de Valoración de la Ley (Vasca) 12/2016, de 28 de julio, de recono-
cimiento y reparación de víctimas de vulneraciones de derechos humanos en 
el contexto de la violencia de motivación política en la Comunidad Autónoma 
del País Vasco entre 1978 y 1999  24.

A esta primera acción de los GAL (15 octubre 1983), cuando todavía no 
se sabía que existía esa organización ya que fue reivindicada el 20 de enero 
de 1984, le siguió al de tres días, el 18 de octubre de 1983, un intento de se-
cuestro de José María Larretxea Goñi, dirigente de ETA VIII Asamblea a ins-
tancias esta vez del GAL azul (de los policías Amedo, Álvarez y Planchuelo y 
del Gobernador Civil Sancristóbal). Estos policías proponen el plan a Rafael 
Vera y José Barrionuevo, a la sazón la cúpula de interior, que lo aceptan y es 
entonces cuando Francisco Álvarez contacta, a su vez, con un policía nacional 
de Barcelona (Alfredo Gutiérrez Argüelles) y tres GEO (agentes del Grupo 
Especial de Operaciones, unidad de élite de la policía nacional)  25. Estos cuatro 
policías cruzan la frontera, pero fracasan en el secuestro de tal forma que ade-
más resultan detenidos por la policía francesa.

Situación de detención que se va a solapar con la tercera acción en que 
otra vez el GAL Azul (de los policías Amedo, Álvarez y Planchuelo y del Go-
bernador Civil Sancristóbal) decide practicar un nuevo secuestro, pero se cam-
bia el modus operandi que, en adelante, va a resultar el más habitual: recurrir 
a mercenarios para la ejecución de lo planeado. El objeto del secuestro era 
presionar a las autoridades francesas para que liberaran a los cuatro policías 
detenidos por el secuestro fallido de Larretxea. El nuevo objetivo era Mikel 
Lujua Gorostiola que ya había sido anteriormente objeto de un atentado pre-
vio, fallido, por parte del BVE. Pero un nuevo error lleva a los mercenarios 
(Mohamed Talbi, Jean Pierre Echalier y Pedro Sánchez)  26 el 4 de diciembre de 
1983 a confundir su objetivo y secuestran en su lugar a Segundo Marey, a la 

24  Tercer Informe anual de la Comisión de Valoración para el reconocimiento y reparación de las 
víctimas de vulneraciones de derechos humanos en el contexto de violencia de motivación política en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco entre 1978 y 1999 (2023), p. 15 ss. (https://www.euskadi.eus/conte-
nidos/informacion/victimas_compromiso_batera/es_def/adjuntos/3.-INFORME-VICTIMAS-CASTE-
LLANO.pdf –último acceso 3 septiembre 2025–).

25  Pérez/Aparicio, Historia, p. 467
26  Pagados con los fondos reservados del Ministerio del Interior. Pérez/Aparicio, Historia, p. 468.

https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/victimas_compromiso_batera/es_def/adjuntos/3.-INFORME-VICTIMAS-CASTELLANO.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/victimas_compromiso_batera/es_def/adjuntos/3.-INFORME-VICTIMAS-CASTELLANO.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/victimas_compromiso_batera/es_def/adjuntos/3.-INFORME-VICTIMAS-CASTELLANO.pdf
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sazón un vendedor de mobiliario de oficinas ajeno por completo al mundo 
abertzale, de los refugiados y de ETA. Pasada la frontera entregan a Segundo 
Marey al subinspector de policía Amedo que, aunque inmediatamente se per-
cató del error, tras las consultas con Álvarez, Planchuelo y Sancristóbal deci-
den seguir adelante para lo que cuentan con Ricardo García Damborenea que 
sugiere retenerle en una cabaña de Matienzo (Cantabria) que originariamente 
estaba pensada para el secuestro fallido de Lujua  27.

Allí se le traslada con consentimiento del Ministro del Interior José Ba-
rrionuevo y de su Secretario de Estado Rafael Vera para presionar a las autori-
dades francesas para que liberaran a los policías detenidos en el intento de 
secuestro de Larretxea. A tal efecto el 6 de diciembre de 1983 se hace llegar un 
comunicado redactado por Sancristóbal y Amedo en que dan noticia del se-
cuestro y exigen la liberación de los policías en 48 horas. Poco antes de que 
termine el plazo las autoridades francesas ponen en libertad a los policías de-
tenidos y unos días después, el 13 de diciembre, es liberado por sus secuestra-
dores Segundo Marey tras diez días de secuestro en condiciones lamentables, 
con un comunicado en el bolsillo en que por primera vez –a modo de acta 
fundacional– se reivindica la acción en nombre de los GAL explicando los 
objetivos de tal organización  28.

2.  Atentado del Hotel Monbar y fin del GAL

El GAL había nacido y ya era público después de un periodo corto de 
tiempo con acciones muy graves y significativas. Pues bien, a esa primera rei-
vindicación siguieron los atentados de manera continua  29, pero sin duda el 
más sangriento resultó ser el cometido en el bar del Hotel Monbar de Baiona 
el 25 de septiembre de 1985.

Fueron cuatro los mercenarios que irrumpieron en el citado Bar del Hotel 
y dispararon a escasa distancia a los clientes que allí se encontraban matando 
a cuatro personas: tres en el acto (José María Etxaniz Maiztegui «Potro», Iña-
ki Asteazu Izarra «Beltza», y Agustin Irazustabarrena Urruzola «Legra») y el 
cuarto (Xabin Etxaide) posteriormente mientras era operado en el hospital. 
Los cuatro eran presuntos miembros de ETAm.

27  Pérez/Aparicio, Historia, pp. 468 y 469
28  STS 2/1998, 29 Julio 1998 (Caso Segundo Marey).
29  Véase una cronología muy completa en Woodworth, P., Guerra sucia, manos limpias, Barcelo-

na: Crítica, 2001, pp. 499 ss.
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Se da la circunstancia de que cuando los mercenarios huían del lugar 
fueron perseguidos por personas que presenciaron el ataque (en su mayoría 
miembros del colectivo de refugiados) y entregados a la policía francesa. Los 
detenidos fueron Pierre Frigoli y Lucien Mattei pertenecientes al hampa de 
Marsella y contratados como sicarios para ejecutar el asesinato. Ambos serían 
juzgados y condenados por la Audiencia de Pau el 1 de diciembre de 1987 a 
cadena perpetua  30 que luego fue revisada en marzo de 1989 por la Audiencia 
de Paris a cadena perpetua (Mattei) y a 20 años de cárcel (Frigoli). Dos años 
más tarde, sin embargo, se archivó el procedimiento abierto en España ante la 
Audiencia Nacional contra los policías Amedo y Domínguez por falta de prue-
bas. Se reabrió posteriormente el caso a instancias del juez Garzón dirigiéndo-
se también contra Julian Sancristóbal (Gobernador civil), Juan Alberto Perote 
(Cesid) y Francisco Álvarez (Policía nacional), pero se archivó igualmente 
en 2001  31.

Este atentado y la detención de dos de los mercenarios parece que ayudó 
a clarificar algunas de las implicaciones de la policía española y contribuyó, 
en tal medida, a precipitar el final de esta organización (GAL)  32 que todavía 
realizaría al menos otros 6 atentados, hasta el que se considera formalmente 
como la última acción de los GAL el 24 de julio de 1987 que provocó la 
muerte en Hendaia de Juan Carlos García Goena mediante una bomba colo-
cada debajo de su vehículo  33. García Goena no tenía relación con ETA y su 
situación de refugiado tenía que ver con la objeción de conciencia al servicio 
militar  34.

III. � INVESTIGACIÓN E INTERVENCIÓN JUDICIAL: A MODO 
DE BALANCE

La crónica cruenta de la actuación de los GAL, presentada breve y 
sintéticamente en el apartado anterior sólo en sus inicios y su finalización, 
acumuló un conjunto disperso y variado de resoluciones judiciales cuyo 
estudio en profundidad es, al día de hoy, una asignatura pendiente  35. Pero 

30  El País, 2 diciembre 1987 (https://elpais.com/diario/1987/12/02/espana/565398003_850215.html 
ultimo acceso 17 octubre 2025).

31  Pérez/Aparicio, Historia, pp. 493 y 494.
32  Pérez/Aparicio, Historia, p. 495.
33  Woodworth, Guerra sucia, p. 502.
34  Pérez/Aparicio, Historia, p. 496.
35  No hay todavía al día de hoy un estudio académico de conjunto de la actuación de los GAL que 

recoja y valore de forma exhaustiva todas las resoluciones judiciales que se produjeron en Francia y las 

https://elpais.com/diario/1987/12/02/espana/565398003_850215.html
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¿funcionó la justicia? Hay cierta bibliografía reciente que parece dar a en-
tender que sí que funcionó  36. Sin embargo, los datos que hasta ahora se han 
puesto sobre la mesa contradicen dicha hipótesis. De los 27 asesinatos 12 
fueron juzgados y sobre ellos recayó sentencia judicial (44,4%); 9 fueron 
archivados (33,33%); 1 sumario fue sobreseído provisionalmente (3,70%) y 
los 5 casos restantes (18,51%) fueron procesos judiciales instruidos en 
Francia  37.

En todo caso sí se puede afirmar que, a diferencia de otros atentados 
reivindicados por otras siglas (BVE, Triple AAA….)  38, los GAL y sus acti-
vidades fueron fruto, al menos en parte, de investigación judicial y de con-
denas a varios de sus autores, tanto mercenarios como policías incluso po-
líticos de alto nivel como el Secretario de Estado Rafael Vera, segundo del 
Ministerio, o el propio Ministro de Interior en aquellos momentos: José 
Barrionuevo. Esta apariencia de intervención judicial desconoce, sin em-
bargo, un dato esencial: ni en Francia ni en España se llegó a investigar en 
profundidad la trama organizativa del ministerio del Interior, servicios de 
inteligencia e incluso presidencia del Gobierno. En España eso se reflejó en 
la ausencia del cargo por organización terrorista en todas las condenas sig-
nificativas de altos mandos policiales y políticos. De la misma forma en 
Francia las condenas apuntan a un patrón según el cual los castigos penales 
se detenían en los mercenarios juzgados. Más allá de la primera línea de 
investigación de partícipes directos –sean mercenarios o en las contadas 
ocasiones en España policías o políticos– se renunció de facto, con distintas 
estrategias, a intentar desentrañar quién lo organizó todo y hasta donde lle-
garon las ramificaciones.

De esto último es paradigmático el caso Monbar en el que las condenas 
a los dos mercenarios a cadena perpetua y 20 años de prisión dejan fuera, de 
raíz, todo pronunciamiento sobre la implicación de la policía española. Du-

que se fallaron en España. Y ello es un síntoma más de la desatención académica del tema que contrasta, 
debe insistirse en ello, con la enorme atención que ha atraído y sigue atrayendo el estudio de la violencia 
protagonizada por las distintas ETA. La información más actualizada, en todo caso, respecto de la situa-
ción judicial de los casos relativos al GAL puede encontrarse en, Fonseca, C. (coord.)/Garro Carrera, 
E./Martín Pallín, J.A./Rodríguez Uribes, J.M. Informe sobre la situación procesal de los atentados 
perpetrados por organizaciones terroristas con resultado de muerte entre 1960 y 2014. Caso vasco, Se-
cretaría General de Paz y Convivencia, Vitoria-Gasteiz: Gobierno Vasco, 2014 (https://www.euskadi.eus/
contenidos/informacion/documentos_paz_convivencia/es_def/adjuntos/Atentados%20no%20esclareci-
dos%20cas%20con%20anexo.pdf ultimo acceso 17 octubre 2025).

36  Pérez/Aparicio, Historia, p. 512 ss.
37  Fonseca (coord.)/Garro/Martín/Rodríguez, Informe, p. 22.
38  Fonseca (coord.)/Garro/Martín/Rodríguez, Informe, p. 21, indican que de 40 víctimas mortales 

por atentados del Batallón Vasco Español y demás grupos «satélite» sólo les consta 6 sentencias (15%) y 10 
sobreseimientos provisionales (25%) desconociendo la suerte de los restantes 24 asesinatos (60%).

https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/documentos_paz_convivencia/es_def/adjuntos/Atentados%20no%20esclarecidos%20cas%20con%20anexo.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/documentos_paz_convivencia/es_def/adjuntos/Atentados%20no%20esclarecidos%20cas%20con%20anexo.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/documentos_paz_convivencia/es_def/adjuntos/Atentados%20no%20esclarecidos%20cas%20con%20anexo.pdf
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rante la instrucción uno de los mercenarios que colaboró reconociendo los 
hechos identificó al subinspector Amedo como la persona que les dio las ins-
trucciones para actuar en el atentado. La foto del policía español se incorporó 
al sumario, pero no prosperó ningún tipo de extradición ni orden de búsqueda 
y captura de elementos policiales españoles en el caso  39. El Fiscal Lorans del 
caso, cuando se hizo público el fallo en primera instancia, hizo profesión de 
fe en la voluntad y la capacidad de la justicia española para perseguir y casti-
gar a los responsables de la organización terrorista, y citó como sospechoso al 
subcomisario José Amedo  40. Era como si a Francia le correspondiera juzgar a 
los mercenarios y el resto del organigrama, hacia arriba, tocara a la justicia 
española.

Pues bien, en España la estrategia fue otra: sí que se juzgó excepcional-
mente a algunos elementos policiales comenzando precisamente por el deno-
minado caso Amedo (STS 2123/1992, 12 marzo). No obstante, en dicha sen-
tencia se da una visión del GAL como algo existente, pero que al mismo 
tiempo no se puede precisar cómo se organizaba. Es una descripción ambigua 
pero que apunta a desvincular la actividad criminal que se enjuicia con los 
«aparatos del Estado», como si de ciertas actuaciones aisladas de los inculpa-
dos se tratara pese a su condición de policías  41. Es un asentamiento de hechos 
común tanto a la sentencia de instancia como a la de casación del Tribunal 
supremo que llevará, también en ambas instancias, a un mismo resultado: ca-
lificarlos de forma benigna como asociación ilícita, pero por razones diferen-
tes según cada tribunal y en ambos casos contrarias a la repetida y sólida juris-
prudencia hasta el momento. Así en la sentencia de instancia  42 se afirma de 
forma escandalosa que el terrorismo para ser tal debe presentar una finalidad 
política «subversiva» del orden constitucional y no meramente «conservado-
ra» que es lo que harían los inculpados. En el caso del Tribunal Supremo se 
llegará, por ello, a la misma conclusión, pero por la vía de exigir por primera 
vez para la asociación ilícita un nivel de intensidad menor frente al terrorismo 
que requeriría de una estructura más organizada que en este caso se niega  43. 
Este carácter «terrorista», por cierto, sería también negado con otros argumen-

39  El País, 1 diciembre 1987 (https://elpais.com/diario/1987/12/01/espana/565311602_850215.html 
último acceso 18 octubre 2025).

40  El País, 2 diciembre 1987 (https://elpais.com/diario/1987/12/02/espana/565398003_850215.html 
ultimo acceso 17 octubre 2025).

41  Lamarca, Sobre el concepto, p. 540, huyendo, por tanto, aparentemente, de cualquier caracteri-
zación en línea con una suerte de «terrorismo de Estado».

42  Sentencia Audiencia Nacional. Sala de lo penal (sección 3.ª) 30/1991 (ECLI:ES:AN:1991:1), 20 
septiembre 1991, Fundamento Jurídico 13.º

43  Lamarca, Sobre el concepto, p. 537, 538, 548, 549, 552 y 556 ss.

https://elpais.com/diario/1987/12/01/espana/565311602_850215.html
https://elpais.com/diario/1987/12/02/espana/565398003_850215.html
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tos, que en definitiva tienden a considerar los atentados como hechos aislados, 
en el caso de las sentencias condenatorias del caso Segundo Marey  44 y del 
caso Lasa Zabala  45.

Como se ve en las sentencias más significativas por parte de las autorida-
des judiciales españolas nunca se llegó a una investigación suficiente como 
para caracterizar al Gal más allá de una mera asociación ilícita. Asociación al 
parecer desconectada de cualquier organización encuadrada claramente en las 
autoridades policiales o políticas. Hay una resistencia a dar por probado o a 
calificar los hechos en tal sentido. Y ello parece también encajar fluidamente 
con el hecho acreditado  46 de que las investigaciones, en estos casos, vinieron 
después de que hubiera un empeño por parte de algunos periodistas en hacer 
luz sobre este capítulo oscuro de la democracia española. Fueron primero los 
periodistas, no los jueces, quienes investigaron y parece, a la luz de lo ya ex-
puesto, que la actuación de estos últimos avanzaba muy lentamente, como si 
tuvieran el freno puesto o tuvieran que superar constantemente obstáculos en 
la investigación.

A modo de conclusión, se puede asegurar que la investigación de los 
GAL y de sus asesinatos de conformidad con la doctrina del TEDH, más allá 
de algunos casos de enjuiciamiento de mercenarios, no fue pronta, ni exhaus-
tiva, ni tampoco generó condenas que fueran ejecutadas, sobre todo respecto 
de policías y políticos españoles, conforme a parámetros de normalidad, de 
suerte que la combinación cruzada de indultos y regímenes de cumplimiento 
en semi-libertad  47 se aproxima a un vaciamiento de la pena impuesta.

Los GAL, y el caso Monbar como el atentado más sangriento, siguen 
siendo, por tanto, al día de hoy, una asignatura pendiente por parte de la Justi-
cia que bien merecería un mayor esfuerzo de estudio y análisis por parte de la 
doctrina en aras de asentar y fortalecer, para el futuro, el Estado social y demo-
crático de Derecho.

44  STS 2/1998, 29 Julio 1998, Fundamento Jurídico 15.º
45  Sentencia de la Audiencia Nacional. Sala de lo penal (sección 1.ª) 21/2000 

(ECLI:ES:AN:2000:2804), 26 Abril 2000, Fundamento Jurídico 3.º; y Sentencia del Tribunal Supremo 
1179/2001 (ECLI:ES:TS:2001:6461), 20 Julio 2001, Fundamento Jurídico 33.º

46  Rios/Gago, El terrorismo, p. 88; Pérez/Aparicio, Historia, p. 512.
47  Es paradigmático el caso del Ministro del Interior, José Barrionuevo, indultado al de 3 meses y 

medio de entrar en prisión y accediendo entonces al tercer grado «(…) Gracias al indulto que le concedió 
el gobierno pudo incorporarse de nuevo a su puesto como inspector del Ministerio de Trabajo donde per-
maneció hasta su jubilación.. (https://fpabloiglesias.es/entrada-db/barrionuevo-pena-jose/ –último acceso 
18 septiembre 2025–). Véase Real Decreto 2838/1998, de 23 de diciembre, por el que se indulta a don José 
Barrionuevo Peña (BOE, 22 diciembre 1998).

https://fpabloiglesias.es/entrada-db/barrionuevo-pena-jose/
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El Libro-homenaje al profesor José Luis de la Cuesta Arzamendi cons-
tituye una obra colectiva de extraordinaria amplitud y profundidad 
científca que refeja, felmente, la dimensión académica, institucio-
nal y humana de quien ha sido una fgura de referencia del Dere-
cho penal contemporáneo y de la Criminología. A través de más de 
200 contribuciones tanto nacionales, como internacionales, la obra 
aborda los grandes desafíos actuales de las ciencias penales y cri-
minológicas desde una perspectiva plural, crítica e interdisciplinar. 

La estructura del libro combina, en primer lugar, testimonios que 
destacan la trayectoria universitaria, el liderazgo institucional y el 
compromiso ético del homenajeado, para dar paso a un extenso re-
corrido por la Parte General y Especial del Derecho penal, la Política 
Criminal, la Criminología, la Victimología, el Derecho penal Interna-
cional, así como otras disciplinas afnes. Temas como la Inteligencia 
Artifcial, los Derechos Humanos, la Justicia Restaurativa, la Violen-
cia de Género, la Criminalidad Económica, la Protección del medio 
ambiente, la Justicia Climática o la Justicia Penal Global evidencian 
la actualidad y relevancia de los debates recogidos. 

Más que una recopilación de estudios, esta obra representa el re-
conocimiento de una comunidad científca internacional al legado 
intelectual del Prof. de la Cuesta Arzamendi y a su constante defen-
sa de un Sistema Penal guiado por los principios de Humanidad, 
Dignidad y Justicia. 
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